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La Constitución Política de Colombia de 1991, en sus artículos  216  y 217, 
señala  la obligación de todos los colombianos, a tomar las armas cuando las 
necesidades públicas lo exijan para defender la independencia nacional y las 
instituciones públicas, para ello la nación cuenta con las fuerzas militares, 
encargadas de la defensa de su soberanía, la independencia, la integridad 
del territorio nacional y el orden constitucional; así lo ha ratificado nuestra 
Honorable Corte Constitucional: “La propia Carta Política impone a los 
colombianos obligaciones  genéricas y específicas, en relación con la fuerza 
pública.  En efecto, de manera general, dentro de las obligaciones de la 
persona y del ciudadano se encuentran las de "respetar y apoyar a las 
autoridades democráticas legítimamente constituidas para mantener la 
independencia y la integridad nacionales" o para "defender y difundir los 
derechos humanos como fundamento de la convivencia pacífica"; y de 
"propender al logro y mantenimiento de la paz". Deberes estos genéricos 
cuya finalidad, resulta coincidente con los fines que son propios de las 
instituciones conformantes de la fuerza  pública; de suerte que no están 
desprovistos los asociados del cumplimiento de obligaciones expresas que 
les son impuestas por el orden superior1.   
Para el cumplimiento de esta misión, la Ley 48 de 1993, regula la prestación 
del servicio militar obligatorio en nuestro país2, a partir de los 18 años de 
                                                          
1 Sentencia C-511/94. MP. FABIO MORON DIAZ. 
 
2 “En efecto, el servicio militar no es per se algo que implique violencia, daño a los demás, 
ejercicio ciego de la fuerza o vulneración de derechos fundamentales. Se trata de un deber 
en abstracto, cuyos contenidos concretos están sometidos a la Constitución y a la ley”. 






edad para los hombres, quienes deben someterse a un proceso de 
incorporación y así cumplir con su deber como ciudadano. 
Durante este período, los jóvenes se ven avocados a afrontar investigaciones 
penales militares, específicamente por el delito de Deserción, conducta que 
se consuma cuando el militar o policial, que está incorporado al servicio 
militar obligatorio, se ausenta por  más de cinco (5) días consecutivos del 
lugar donde presta su servicio. 
Precisamente se aspira  en esta reflexión académica, investigar  cuáles  son 
las causas más frecuentes que originan la comisión del punible de 
Deserción, concretamente en los juzgados penales militares del eje cafetero, 
en el periodo comprendido entre los años 2008 y 2010 y al finalizar poder 
presentar algunas conclusiones y recomendaciones, que puedan servir  a la 
comunidad jurídica y a todos aquellos que deseen conocer y profundizar en 















1. DEFINICIÓN DEL PROBLEMA 
 
Se hace evidente la necesidad que desde este escenario académico, se 
entre a estudiar con suficientes herramientas de consulta Constitucional, 
legal, jurisprudencial y doctrinal existentes, cuáles son las causas más 
frecuentes que originan  las investigaciones por el delito de deserción,  en los 
juzgados penales militares del eje cafetero, en el periodo comprendido entre 
los años  2008 al  2010.  
En el  desarrollo de la investigación, se estudiarán aspectos relacionados con 
la Justicia penal militar, partiendo de la Constitución Política, los 
antecedentes históricos de esta jurisdicción, el Fuero Militar, el fundamento 
constitucional del derecho penal militar, el soporte legal contenido en la Ley 
522 de 19993; la Ley 48 de 1993, norma que regula  la prestación del servicio 
Militar en Colombia y especialmente lo relacionado con el delito de  
Deserción, dentro de las hipótesis alternativas de comportamiento que 
preceptúa el artículo 128 del Código Penal Militar, finalmente se analizarán 
las estadísticas que se llevan en los juzgados penales militares del eje 
cafetero, en el periodo comprendido entre los años 2008 y 2010, 







                                                          







La Constitución Política en sus artículos 217 y 218 rubrica la necesidad de 
que la Nación tenga para su defensa unas fuerzas militares y un cuerpo de 
policía permanente con el objetivo primordial de defender la soberanía 
nacional, la independencia, la integridad del territorio, el orden constitucional, 
por un lado; y de garantizar a los residentes en Colombia el libre ejercicio de 
los derechos y garantías consagrados en la misma Carta, por el otro. 
Obvio corolario de la existencia de una Fuerza pública, es la organización de 
una Jurisdicción, conocida como Justicia Penal Militar Colombiana, 
encargada de la investigación y juzgamiento de los delitos cometidos por los 
miembros de dicha fuerza pública en servicio activo y en relación con el 
mismo servicio; por ello el texto constitucional en su artículo 221 atribuye 
esta competencia a las Cortes Marciales y Tribunales Militares con arreglo a 
las prescripciones de una Ley Penal Militar4. 
Se ha visto así, la necesidad de profundizar en esta jurisdicción y 
especialmente en un Delito contra el Servicio, denominado Deserción, el 
cual se encuentra tipificado en el artículo 128 del Código Penal Militar, 
cuando quien está incorporado al servicio militar,  realice alguna de las 
siguientes conductas alternativas: 
1. Se ausente sin permiso por más de cinco (5) días 
consecutivos del lugar donde preste su servicio. 
2. No se presente a los superiores respectivos dentro de los 
cinco (5) días siguientes a la fecha en que se cumpla un turno 
de salida, una licencia, una incapacidad, un permiso o 
                                                          





terminación de comisión u otro acto del servicio o en que 
deba presentarse por traslado. 
3. Traspase sin autorización los límites señalados al 
campamento por el jefe de las tropas en operaciones 
militares. 
4. El prisionero de guerra que recobre su libertad hallándose 
en territorio nacional y no se presente en el término previsto 
en los numerales anteriores. 
5. El prisionero de guerra que recobre su libertad en territorio 
extranjero y no se presente ante cualquier autoridad consular 
o no regrese a la patria en el término de treinta (30) días, o 
después de haber regresado no se presente ante la autoridad 
militar, en el término de cinco (5) días. 
 
Con los  avances bibliográficos e investigativos que se tienen hasta el 
momento,  se puede  decir,  que  no  existen estudios  respecto del 
comportamiento de este delito en el período comprendido entre los años 
2008 y 2010, en los juzgados penales militares con jurisdicción en el eje 
cafetero,  por ello, se pretende  identificar las causas y el número de 
investigaciones iniciadas, cuyos  resultados pueden constituirse  en un 
















3.1  OBJETIVO GENERAL 
 
Establecer  las causas más frecuentes que dieron origen a las 
investigaciones penales por el delito de Deserción, en los juzgados  
penales militares del eje cafetero, en el periodo comprendido entre los 
años 2008 al 2010. 
 
3.2  OBJETIVOS ESPECIFICOS 
 
3.2.1 Estudiar  los antecedentes históricos y las normas jurídicas 
internas relacionadas con la naturaleza, estructura y 
funcionamiento de la Justicia Penal Militar Colombiana,  la 
Ley 48 de 1993 y el delito de  Deserción. 
 
3.2.2 Relacionar los procesos iniciados por el delito de deserción 
en los juzgados penales militares del eje cafetero,  en el 













4. LA JUSTICIA PENAL MILITAR EN COLOMBIA 
 
Se debe tener en cuenta, que el concepto de derecho penal militar5,  implica 
la existencia de una Justicia militar. Actualmente en nuestro país, está  
estructurada bajo los parámetros del artículo 221 de la Constitución Política 
de 1991,  que fue modificado  por el artículo 1o. del Acto Legislativo No. 2 de 
1995, que reza: “De los delitos cometidos por los miembros de la fuerza 
pública en servicio activo, y en relación con el mismo servicio, conocerán las 
Cortes Marciales o Tribunales Militares, con arreglo a las prescripciones del 
Código Penal Militar. Tales Cortes o Tribunales estarán integrados por 
miembros de la Fuerza Pública en servicio activo o en retiro”. 
Dentro de este contexto, se debe citar,  el soporte legal de la Justicia Penal 
Militar Colombiana, contenido en la Ley 522 del 12 de agosto de  19996, el 
cual recoge en una sola norma la parte sustantiva y la procesal; en ella se 
establecen los principios y normas rectoras fundamentales, idénticas a los 
que están en las normas del código penal ordinario; y define claramente los 
presupuestos procesales para adoptar decisiones en cada una de las etapas: 
investigación, calificación y juzgamiento, con la observancia de la plenitud de 
las formas propias de cada juicio y con la integridad de las garantías que 
configuran el debido proceso7. 
 
 
                                                          
5 Es la normativa especializada que se encarga de proteger bienes 
jurídicamente tutelados, en función del correcto funcionamiento de la disciplina 
militar y el juzgamiento de los militares o de quienes cumplan funciones 
inherentes a los mismos reglamentos y jerarquía, mediante la tipificación de 
reatos propios y el establecimiento tanto de una jurisdicción especializada, 
como de procedimientos y ritualidades probatorios específicos. 
 
6 Actual Código Penal Militar Colombiano. 





5. EVOLUCIÓN HISTÓRICA  DE LA JUSTICIA PENAL MILITAR Y 
FUERO PENAL  MILITAR 
 
Como  antecedentes históricos de esta jurisdicción, los estudiosos de la 
materia coinciden en que dentro del derecho Romano, se encuentran las 
primeras disposiciones legales tendientes a regular el funcionamiento de la 
milicia, habiéndose creado por Constantino, la organización foral  para las 
gentes de armas a cargo de los Magister militatum y en el Digesto de 
Justiniano, Digesta, significa “fragmentos, material fragmentado”,  se 
compone de 50 libros, compilados  de fragmentos de obras de 
jurisconsultos, ordenada en el 530 por Justiniano, quien recomendó a 
Triboniano, Ministro de Justicia, quien con una comisión de 16 miembros, 
revisaron dos mil libros  en tres años, contenidos en tres millones de líneas y 
fue publicado en el 533. Esta  jurisprudencia romana servía en forma de 
"citas" a los juristas de la época. En el Libro  XLIX, TÍTULO XVI. DE RE 
MILITARI. DE LAS COSAS MILITARES, se encuentran disposiciones que 
han trascendido hasta nuestra época y frente a las cuales es importante 
citar.  
1. Es Emansor, el que habiendo vagado largo tiempo vuelve a los 
campamentos. Es desertor el que es cogido después de haber 
vagado largo tiempo. 
2. Si alguno no se presentara al término de su licencia, se habrá de 
resolver contra él lo mismo que hubiese sido emansor o desertor, 
conforme a la duración del tiempo, habiéndosele dado antes 
facultad de probar si es que acaso haya estado detenido por 
algunos accidentes, por los cuales parezca digno de venia.  
3. Si por primera vez hubieren desertado muchos al mismo tiempo, y 
después hubieren vuelto dentro de cierto tiempo, habrán de ser 
distribuidos, degradados, en diversos lugares; pero se ha de 
perdonar a los soldados bisoños  quienes, si hubieren vuelto a 
hacer esto, son castigados con la pena correspondiente8. 
 
                                                          
8 Digesto de Justiniano, Libro  XLIX, TÍTULO XVI. DE RE MILITARI. DE LAS COSAS 





De otro lado, en España, Carlos III, gran reformador de las instituciones 
militares, promulgó un decreto real el 9 de febrero de 1793,  estableciendo el 
Fuero Militar en los ejércitos de España y ultramar, consistente en el 
juzgamiento de los delitos cometidos por militares en tribunales castrenses.  
 
Al producirse la independencia de las colonias americanas, en la Nueva 
Granada el Fuero Militar pasó a la República junto con la esencia del 
Derecho español. La Justicia Penal Militar comenzó a cobrar vida propia bajo 
el mandato del general Francisco de Paula Santander, el Hombre de las 
Leyes, primero como vicepresidente de Colombia en ausencia del 
Libertador-Presidente, luego en su segunda administración (1833-1837) y 
por último cuando recibió del secretario de Guerra general Pedro Alcántara 
Herrán el encargado de redactar un Código Militar que, infortunadamente, 
quedó inconcluso por la muerte del autor en 1841. 
Por su parte, el Código Constitucional en 1811, promulgado bajo la 
presidencia de Jorge Tadeo Lozano, marca la adopción de la jurisprudencia 
militar española en los albores de la emancipación, al establecerse en el 
Título Octavo, "De la fuerza pública": Artículo 1º. "El fuero militar se 
conservará como hasta aquí". Se sentó así la piedra angular del concepto 
que predominó a lo largo de todo el proceso constitucional colombiano. Para 
entonces no se hablaba aún de Justicia Penal Militar. El Fuero era la única 
diferencia con la justicia ordinaria. 
Restablecida la República con la victoria de Boyacá, la Justicia y el Fuero 
Militar recobraron plena vigencia y así continuaron durante el siglo XIX, con 
reformas menores, pero con reconocimiento constitucional en todas las 
Cartas promulgadas a lo largo de ese siglo  (las de 1830, 1832, 1843,1853, 
1858, 1863, 1886).  La Constitución de 1886, en lo tocante a la Fuerza 
Pública, el Título XVI en sus seis artículos definió el ser de las instituciones 





fundamentales de la justicia penal y el fuero que la sustenta, al determinar 
que "Los militares no pueden ser privados de sus grados, honores y 
pensiones sino en los casos y del modo que determine la ley", el primero, y 
que "De los delitos cometidos por los militares en servicio activo y en relación 
con el mismo servicio, conocerán las Cortes Marciales o Tribunales Militares, 
con arreglo a las prescripciones del Código Penal Militar", el segundo9. 
Finalmente en Colombia el Constituyente de 1991 delimitó el fuero militar en 
el artículo 221, bajo el entendido que de los delitos cometidos por los 
miembros de la Fuerza Pública en servicio activo, y en relación con el mismo 
servicio, solamente conocen las Cortes Marciales o Tribunales Militares, con 
arreglo a las prescripciones del Código Penal Militar. Tales Cortes o 
Tribunales deben integrarse por miembros de la Fuerza Pública en servicio 
activo o en retiro. Dentro del concepto de Fuerza Pública y por ende, de 
aplicación del fuero militar, se cobija a los miembros de la Policía Nacional, 







                                                          
9VALENCIA Tovar Álvaro, Fuero Militar y Justicia Penal Militar. Una tradición Histórica de la 
Jurisprudencia Colombiana, Revista Credencial Historia No.152, Agosto de 2002 Bogotá. 
Pág. 24-28. 
 
10 MANTILLA Villegas  Amelia, El fuero militar a la luz de la jurisprudencia de la corte 
constitucional. Revista Juris Dictio Año 1 Número 1, Segundo Semestre de 2006, Bogotá 






6.  EL PROCESO PENAL MILITAR COLOMBIANO 
 
En el sistema procesal acogido por la justicia penal militar, el proceso se 
desarrolla en varias etapas, la primera es la fase Investigativa, que es 
adelantada por los funcionarios de instrucción, con competencia para 
investigar todos los delitos de conocimiento de la Justicia Penal Militar 
cualquiera que sea el lugar donde se cometa el hecho.  El Juez de 
Instrucción Penal Militar, está en la obligación de investigar con igual esmero 
no solo los hechos y circunstancias que establezcan la responsabilidad del 
procesado, sino también las que lo eximan de ella o la atenúen y las que 
puedan dar lugar a la extinción o cesación de la acción11. 
La  investigación se inicia por denuncia, querella o de manera oficiosa; si se 
vincula al sindicado, es presupuesto resolver la situación jurídica, previa 
recepción de la diligencia de Indagatoria, asistido de abogado defensor, o la 
declaración de persona ausente12, debiendo tomar dos opciones el Juez 
Penal Militar: la de proferir medida de aseguramiento o  abstenerse de 
hacerlo. 
Si  opta por la medida de aseguramiento se deben observar los requisitos del 
artículo 52213  del C.P.M, si no hay mérito para la medida de aseguramiento 
de todas maneras el proceso avanza hasta la calificación debiéndose 
clausurar la etapa instructiva. 
                                                          
11  Artículo 469 del C.P.M 
12 Artículo 519 del C.P.M 
13 MEDIDAS DE ASEGURAMIENTO Y REQUISITOS SUSTANCIALES. Son medidas de 
aseguramiento para los imputables, la conminación, la caución y la detención preventiva, las 
cuales se aplicarán cuando contra el procesado resultare por lo menos un indicio grave de 





En una segunda etapa, el Fiscal Penal Militar, es el funcionario encargado de 
la Calificación del mérito del sumario, profiriendo Resolución de Acusación14  
o disponiendo la Cesación de Procedimiento15. 
El Estado por conducto del fiscal penal militar,  le indica al procesado, cuáles 
son los cargos que le formula y a partir de la ejecutoria de la resolución de 
acusación, éste adquiere la condición de sujeto procesal, estando obligado a 
sustentar la Acusación en la audiencia de Corte Marcial. 
Finalmente se tiene la etapa de juicio16, que es desarrollada por el  Juez de 
Conocimiento, a través del procedimiento de la Corte Marcial, donde el 
presidente de la Corte Marcial, concede la palabra por una sola vez en su 
                                                          
14 ARTÍCULO 556 del C.P.M. REQUISITOS SUSTANCIALES DE LA RESOLUCIÓN DE 
ACUSACIÓN. El Fiscal dictará resolución de acusación, cuando esté demostrada la 
ocurrencia del hecho, su tipicidad y, además, existan confesión, testimonio que ofrezca 
serios motivos de credibilidad, indicios graves, documento, peritación o cualquier otro medio 
probatorio que comprometa la responsabilidad del procesado, como autor o partícipe. 
15 ARTÍCULO 558 del C.P.M. REQUISITOS SUSTANCIALES Y FORMALES DE LA 
CESACIÓN DE PROCEDIMIENTO. La resolución por medio de la cual se disponga la 
cesación del procedimiento, deberá contener los siguientes requisitos: 
1. Narración sucinta de los hechos. 
2. Indicación y evaluación de las pruebas allegadas a la investigación. 
3. Análisis completo de la causal que origina la cesación, especificando en forma clara los 
motivos de su existencia. 
4. Las razones por las cuales comparte o no los alegatos de las partes. 
 
16 ARTÍCULO 563 del C.P.M. CONTROL DE LEGALIDAD Y APERTURA DEL JUICIO A 
PRUEBAS. Recibido el proceso por el juez de conocimiento por ejecutoria de la resolución 
de acusación procederá a realizar un control de legalidad para establecer si existen o no 
causales de nulidad. A partir de este momento, el Fiscal adquiere la calidad de sujeto 
procesal. Si encuentra causal de nulidad, así lo declarará y ordenará reponer la actuación 
viciada desde el momento en que ocurrió, devolviendo el proceso al funcionario de 
instrucción o al Fiscal, según el caso. Esta providencia tendrá naturaleza interlocutoria y 
contra ella proceden los recursos ordinarios. 
Si no existe causal de nulidad, decretará la iniciación del juicio y ordenará correr traslado 
común a los sujetos procesales por el término de tres (3) días para solicitar pruebas. El juez 
ordenará las pruebas que estime conducentes que se practicarán en la audiencia, salvo las 
que deban realizarse fuera de la sede del juzgado o requieran de estudios previos, que se 






orden, al fiscal, al Agente del Ministerio Público, al Representante de la parte 
civil y al defensor, también oirá al procesado si así lo solicita. Concluida la 
intervención de los sujetos procesales, el Juez suspende la audiencia y 
dentro de los ocho días siguientes, dictará sentencia, que se notificará en 
sesión plena. El secretario de la Corte Marcial, sentará un acta del  resumen 
de la actuación, la cual será suscrita por el Presidente de la Corte Marcial, el 
Secretario y los sujetos procesales. 
A la Sentencia de Primera Instancia, le procede  el recurso de Apelación o la 
Consulta, ante el Honorable Tribunal Superior Militar17, quien puede 









                                                          
17 ARTÍCULO 235. INTEGRACIÓN. El Tribunal Superior Militar estará integrado por su 
Presidente, que será el Comandante General de las Fuerzas Militares, por el Vicepresidente 
y por los Magistrados de las Salas de decisión. 
El Presidente tendrá las atribuciones que fija la ley para los Presidentes de Tribunales 
Superiores de Distrito Judicial y dará posesión a los empleados que nombre el Tribunal 
Superior Militar.  
ARTÍCULO 238. COMPETENCIA DEL TRIBUNAL SUPERIOR MILITAR. Las Salas de 
decisión del Tribunal Superior Militar conocen: …De la consulta y los recursos de apelación 





7. EL DELITO DE DESERCIÓN Y EL PROCESO DE JUZGAMIENTO 
 
Esta conducta tiene como bien jurídicamente tutelado el servicio, está 
tipificada en el artículo 128 del Código Penal Militar y se consuma cuando 
quien está incorporado al servicio militar,  realice alguna de las siguientes 
conductas alternativas: 
1. Se ausente sin permiso por más de cinco (5) días 
consecutivos del lugar donde preste su servicio. 
2. No se presente a los superiores respectivos dentro de los 
cinco (5) días siguientes a la fecha en que se cumpla un turno 
de salida, una licencia, una incapacidad, un permiso o 
terminación de comisión u otro acto del servicio o en que 
deba presentarse por traslado. 
3. Traspase sin autorización los límites señalados al 
campamento por el jefe de las tropas en operaciones 
militares. 
4. El prisionero de guerra que recobre su libertad hallándose 
en territorio nacional y no se presente en el término previsto 
en los numerales anteriores. 
5. El prisionero de guerra que recobre su libertad en territorio 
extranjero y no se presente ante cualquier autoridad consular 
o no regrese a la patria en el término de treinta (30) días, o 
después de haber regresado no se presente ante la autoridad 
militar, en el término de cinco (5) días. 
Para su investigación y Juzgamiento, se ha regulado un procedimiento 
especial18,  y es así como el Artículo 578 del C.P.M, establece cuáles son los 
                                                          






delitos que se juzgan por este procedimiento19; entre los cuales encontramos 
la Deserción. La etapa de instrucción se debe perfeccionar en un término 
máximo de treinta días y una vez concluida, el Juez Instructor pasa la 
actuación al Fiscal Penal Militar y si encuentra mérito para acusar, formulará 
dentro de los cinco (5) días siguientes la respectiva resolución, que 
contendrá una exposición fáctica y descripción jurídica de los cargos, de la 
cual entregará copia a los sujetos procesales y solicitará al Juez de 
conocimiento que fije la fecha para la celebración de la audiencia de 
acusación y aceptación de cargos.  
El Juez de Primera Instancia, convocará a la audiencia y la celebrará dentro 
de los ocho (8) días siguientes, término dentro del cual deberán reunirse el 
Fiscal y el procesado, acompañado por su defensor, con el propósito de 
acordar si hay posibilidad de aceptar o no los cargos y las consecuencias 
que de ello se deriven. Llegado el día, el Juez de conocimiento instalará la 
audiencia de corte marcial, advirtiendo al sindicado, si está presente, que le 
asiste el derecho a guardar silencio y a no auto incriminarse y le concederá 
el uso de la palabra para que manifieste, sin apremio ni juramento, si ha 
llegado a un acuerdo con el Fiscal y en qué consiste éste, o si se declara 
inocente o culpable. En caso de declararse culpable, el Juez procederá a 
anunciar el sentido del fallo y dictará sentencia para los cargos aceptados 
dentro de los dos (2) días siguientes. La declaración podrá ser mixta, o sea 
de culpabilidad para alguno de los cargos y de inocencia para los otros, 
evento en el cual se diferirá el pronunciamiento sobre los cargos aceptados 
al momento de emitir sentencia. 
                                                          
19 Desobediencia, abandono del puesto, abandono del servicio, abandono del servicio de 
soldados voluntarios o profesionales, deserción, del centinela, violación de habitación ajena, 
ataque al centinela, peculado por demora en entrega de armas, municiones y explosivos, 
abuso de autoridad especial, lesiones personales cuya incapacidad no supere los treinta (30) 
días sin secuelas, hurto simple cuya cuantía no exceda de diez (10) salarios mínimos 







La declaratoria de culpabilidad otorgará derecho a la rebaja de una sexta 
parte de la pena imponible respecto de los cargos aceptados. Si se declara 
inocente, o se ha abstenido de expresarlo o de comparecer, una vez 
agotados los medios para lograr su presencia en la diligencia, primará la 
presunción de inocencia, eventos en los cuales se surtirán los trámites 
propios de la audiencia de corte marcial con la presencia de un profesional 
del derecho, previamente designado por el ausente, o nombrado de oficio por 
el funcionario de conocimiento. El Juez concederá el uso de la palabra por 
una sola vez a las partes en el orden señalado en el artículo 57220. Agotadas 
las intervenciones, el Juez declarará que el debate ha terminado, anunciará 
el sentido del fallo, adoptará las previsiones derivadas de su decisión en 
cuanto a la afectación y preservación de derechos fundamentales y proferirá 
la sentencia dentro de los dos (2) días siguientes, levantándose el acta 
respectiva. De la actuación se recogerá registro electromagnético que pueda 
ser utilizado por las partes o el Juez de segunda instancia. Las decisiones 
proferidas en este procedimiento especial no serán susceptibles del grado 







                                                          
20 El Presidente concederá la palabra por una sola vez, en su orden, al Fiscal, al agente del 
Ministerio Público, al representante de la parte civil que así lo solicite y a los Defensores. 






8. SERVICIO MILITAR OBLIGATORIO EN COLOMBIA 
 
La Ley 48 del 03.03.93, regula  la prestación del servicio Militar en Colombia, 
norma que ha sido modificada  por el Decreto  2150 de 199521;  Ley 548 de 
199922; Ley 642 de 200123; Ley 1106 de 200624 y Ley 1148 de 200825. 
La Figura del Servicio Militar Obligatorio, ha ocupado la atención de nuestra 
Corte Constitucional en varias oportunidades, en donde ha sentado con 
mayor claridad su posición respecto de este tema, veamos ahora, las 
principales Sentencias: 
 
1. Sentencia T- 409 del 8 de Junio de 1992. MP. JOSE GREGORIO 
HERNANDEZ GALINDO 
 
La obligación de prestar el servicio militar es desarrollo del 
postulado según el cual los intereses colectivos prevalecen sobre 
los individuales y si,  además, el Estado al exigirlo no puede 
desconocer la igualdad de las personas ante la ley, cuyos dictados 
                                                          
21 Artículo 111 reformó el artículo 36 de la Ley 48 de 1993: Los colombianos hasta los 
cincuenta años están obligados a presentar la tarjeta reservista o provisional militar en los 
siguientes eventos:  
1. Celebrar contratos con cualquier entidad pública. 
2. Ingresar a la carrera administrativa 
3. Tomar posesión de cargos públicos. 
4. Obtener el grado de profesional en cualquier centro docente de educación superior.  
22 Los jóvenes menores no podrán incorporarse, y si al momento de la selección se 
encuentren adelantando estudios universitarios, se les debe aplazar la definición de su 
situación militar hasta cuando terminen los estudios de pre-grado, quien interrumpa sus 
estudios será incorporado. 
23 Los jóvenes menores y mayores de edad que al momento de la selección se encuentren 
adelantando estudios universitarios, se les debe aplazar la definición de su situación militar 
hasta cuando terminen los estudios de pregrado. 
24 Los jóvenes que al momento de la selección se encuentran adelantando estudios 
universitarios, se les debe aplazar la definición de su situación militar hasta cuando terminen 
los estudios de pre-grado. Quien interrumpa sus estudios será incorporado. 





deben ser objetivos e imparciales, es evidente que la objeción de 
conciencia para que pueda invocarse, requiere de su expresa 
institucionalización dentro del respectivo ordenamiento jurídico. El 
servicio militar en sí mismo, es decir como actividad 
genéricamente considerada, carece de connotaciones que puedan 
afectar el ámbito de la conciencia individual, por cuanto aquel 
puede prestarse en diversas funciones de las requeridas para la 
permanencia y continuidad de las Fuerzas Militares. 
La facultad que se otorga a los padres de familia está referida a la 
selección de las mejores opciones educativas para sus hijos 
menores, en el sentido de excluir toda coacción externa que haga 
forzoso un determinado perfil, un cierto establecimiento, una 
ideología específica, o que niegue a los progenitores la posibilidad 
de diseñar, según sus propias concepciones, la orientación 
pedagógica y formativa que estiman deseable para su mejor 
porvenir, pero sin que eso represente discreción para aceptar o 
rechazar la convocatoria a cumplir con la obligación que éstos 
tienen de prestar el servicio militar. 
La garantía de la libertad de conciencia no necesariamente incluye 
la consagración positiva de la objeción de conciencia para prestar 
el servicio militar. Esta figura, que en otros sistemas permite al 
individuo negarse a cumplir una obligación como la mencionada 
cuando la actividad correspondiente signifique la realización de 
conductas que pugnan con sus convicciones íntimas, no ha sido 
aceptada por la Constitución colombiana como recurso exonerativo 
de la indicada obligación. 
 
2. Sentencia C- 511-94 MP. FABIO MORON DÍAZ 
Ha sostenido esta Corte, sin perjuicio de la igualdad mujer-hombre 
en tanto persona titular de derechos, especiales consideraciones, 
por encima de la sexualidad de orden material, que permiten 
establecer un trato legal diferente para los hombres  y las mujeres, 
sin que ello resulte contrario a las previsiones del artículo 13 de la 
Carta Política 
Tampoco resulta violatoria la normativa acusada por omisión a la 
libertad de conciencia consagrada en el artículo 18 de la Carta. 
Esta Corporación ha tenido oportunidad de indicar, que no existe 
en nuestro régimen relacionado con el servicio militar la figura de 
la "objeción de conciencia", por cuanto no resulta del fuero propio 
de las exigencias del servicio militar el autorizar a los ciudadanos 





encuentran no sólo en lo dispuesto en la ley sino justamente en la 
conciencia del propio compromiso social. 
Un deber constitucional no puede entenderse como la  negación 
de un derecho, pues sería tanto como suponer  en el constituyente 
trampas a la libertad. Los correspondientes deberes 
constitucionales se orientan en el sentido de proteger los principios 
de legalidad, el apoyo de las autoridades, el reconocimiento del 
derecho ajeno y no abuso del propio, la solidaridad social, la 
convivencia pacífica, la protección de los recursos ecológicos y del 
ambiente o la financiación del gasto público, que no pueden 
entenderse como discriminatorios o limitantes de la libertad, sino 
que resultan materialmente propiciatorios de la misma, al promover 
las condiciones necesarias para obtener su eficacia real. Son 
frecuentes en el ordenamiento jurídico, las normas que buscan 
sancionar a quienes evadan un deber constitucional, y constituyen 
un instrumento que asegura el cumplimiento del deber; de donde 
se desprende que, de manera general, no se puede excusar el 
cumplimiento de un deber para asegurar un derecho. 
Distintos elementos integran las categorías creadas por la norma, 
según patrones geográficos que permiten la subclasificación entre 
ciudadanos urbanos y  rurales, en consideración a la situación 
sociocultural, económica e histórica propia de cada enclave, y 
según patrones intelectuales, que distinguen en la población 
colombiana entre quienes hayan finalizado o no su educación 
media o de bachillerato.  Ambos criterios permiten la definición de 
desigualdades materiales, de un carácter amplio, entre los 
ciudadanos colombianos.   
No significan tales distinciones un desconocimiento del principio y 
derecho a la igualdad consagrado en el artículo 13 de la 
Constitución Política.  Es simplemente el trato diferencial propio de 
las distintas situaciones objeto de regulación por la ley.  No existe 
en la norma examinada ánimo discriminatorio, de favorecer un 
estamento de la sociedad en beneficio del otro, ni en su propio 
beneficio. 
A nadie escapa el sentido de la distinción entre bachiller y no 
bachiller, pues, condiciones  materiales bien marcadas distinguen 
por el grado de capacitación intelectual  a los unos frente a los 
otros; grado que, es el resultado  de un esfuerzo, en países como 
el nuestro, por mejorar los  niveles de desempeño de las personas 
en los distintos campos de la cultura. Entonces, a juicio del 
legislador, imponer un plazo mayor de 12 meses a los bachilleres 
llamados a desempeñar labores y tareas en la vida social, en este 






3. Sentencia T-363 del 14 de Septiembre de 1995. MP. JOSE 
GREGORIO HERNANDEZ GALINDO 
La obediencia debida es el principio general al que deben 
acogerse las relaciones entre superiores y subalternos militares y 
que solamente en casos de palmaria, evidente e indudable 
transgresión de los límites constitucionales, mediante órdenes que 
afecten de modo directo los derechos humanos, es permisible al 
inferior acogerse a los dictados de su conciencia para hacer que 
en el caso concreto prevalezcan la Constitución y el respeto a la 
dignidad humana. Es decir, el inferior no está obligado a la 
obediencia ciega pero tampoco le es posible cobijar, bajo el 
amparo de razones puramente subjetivas, la oposición a mandatos 
que no pugnen con el orden constitucional. Así, en casos como el 
examinado, ningún sentido tiene el alegato de motivos religiosos o 
la apelación a las propias convicciones para evadir el cumplimiento 
de órdenes superiores que no solamente no se oponen a la 
Constitución Política sino que la desarrollan. 
La Ley 48 de 1993 dispuso, como se ha visto, que la exención 
legal en cuanto a la prestación del servicio militar incluye a "los 
similares jerárquicos de otras religiones o iglesias, dedicados 
permanentemente a su culto". Pero tal exención no se alcanza por 
el sólo hecho de alegar que se posee la dignidad sacerdotal. Se 
requiere probarla ante la autoridad que tiene a su cargo el 
reclutamiento y, si se ejerce acción ante los jueces, como en el 
presente caso, debe acreditarse tal calidad en el proceso, como lo 
señalara esta Corte con entera claridad. Además, la norma legal 
exige la dedicación permanente al culto, que también debe 
probarse. El caso analizado no encaja en ninguna de las dos 
necesarias hipótesis en referencia. Nada en el expediente 
demuestra que, cuando fue vinculado al servicio militar, el hijo del 
peticionario se encontrase dedicado de manera permanente a 









4. Sentencia T-1046 del 6 de Noviembre de 2003. MP. MANUEL JOSÉ 
CEPEDA ESPINOSA 
 
Una vez el Ejército ha adoptado la decisión de reclutar un soldado 
para la prestación del servicio militar obligatorio, no puede tomar la 
decisión discrecional de desvincularlo sino que deben mediar 
razones objetivas que así lo aconsejen. En segundo lugar, no obra 
en el expediente prueba alguna de que el accionante hubiera 
estado en incapacidad de cumplir con sus obligaciones como 
soldado de la patria o de realizar las actividades que exige su 
entrenamiento. La Corte reiteró, conforme con su jurisprudencia, 
que "la situación de ser portador sano del virus VIH no es 
calificable de enfermedad". También indicó que el propio Ejecutivo 
reconoció con la expedición del Decreto 1543 de 1997, que la 
condición de portador asintomático de VIH no supone que quien lo 
padece, sufra de enfermedad alguna pues, como se ha ya 
señalado, el artículo 7º de dicho decreto así lo dispone. En este 
orden de ideas, la Sala encuentra que no puede el Ejército 
desvincular a un soldado portador asintomático del VIH, pues ello 
vulnera sus derechos fundamentales a la dignidad y a la igualdad, 
razón por la cual ordenará al Batallón de Artillería N° 4 del Ejército 
Nacional que proceda a reintegrar al accionante. 
 
 
5. Sentencia C-728 del 14 de Octubre de 2009. MP. GABRIEL 
EDUARDO MENDOZA MARTELO 
 Al desarrollar la previsión constitucional sobre exenciones a la 
prestación del servicio militar, el legislador acudió al criterio de 
identificar grupos de personas, que en razón de un conjunto de 
características objetivas comunes, se verían exceptuados de la 
citada obligación. Pero en el caso de la objeción de conciencia, la 
regulación debe ser distinta, puesto que ya no se trata de 
identificar grupos de personas que por sus características objetivas 





orientarse a establecer criterios para determinar la naturaleza de la 
objeción, su seriedad, o, en general, los condiciones en las que 
puede tenerse como válida.   
A partir de una lectura armónica de los artículos, 18 y 19 de la 
Constitución, al igual que del bloque de constitucionalidad, es 
posible concluir que de los mismos sí se desprende la garantía de 
la objeción de conciencia frente al servicio militar; y si bien la 
garantía constitucional a partir de la cual es posible plantear 
objeciones de conciencia al cumplimiento de distintos deberes 
jurídicos, requiere un desarrollo legislativo, la ausencia del mismo 
no comporta la ineficacia del derecho, el cual, en su núcleo 
esencial, puede hacerse valer directamente con base en la 
Constitución. Pero las  convicciones o creencias que den lugar a 
negarse a la prestación del servicio militar deben ser profundas, 
fijas y sinceras, para que sean de una entidad tal que realmente se 
encuentre amenazada la libertad de conciencia y de religión; No 
puede tratarse de convicciones o de creencias que tan sólo estén 
en el fuero interno y vivan allí, que no transciendan a la acción. 
EXHORTACION AL CONGRESO-Regulación objeción de 
conciencia frente al servicio militar.  
Para la Sala resulta claro que no existe ningún pronunciamiento en 
sede de constitucionalidad que se haya ocupado por completo del 
artículo 27 de la Ley 48 de 1993, porque si bien la Corte mediante 
sentencia C-058 de 1994 se pronunció sobre el artículo 27 de la 
Ley 48 de 1993, lo hizo parcialmente, sobre el literal b, que exime 
de la prestación del servicio militar a los miembros de 
comunidades indígenas que habiten en sus territorios y conserven 
su identidad cultural, social y económica, declarándolo 
constitucional, al considerar que era razonable que el legislador 
eximiera a los miembros de las comunidades indígenas de la 
prestación del servicio militar obligatorio, por el impacto que ese 
daño causaría en ellos y en su comunidad, y que no eximiera a 
aquellos indígenas que ya no formaran parte de dicha comunidad; 
pero nunca ha estudiado una demanda contra la totalidad del texto 
del artículo 27 de la Ley 48 de 1993, ni por las razones expuestas 









6. Sentencia T-372 del 18 de Mayo de 2010. MP. LUIS ERNESTO 
VARGAS SILVA 
 
DEFINICION DE SITUACION MILITAR EN EL CASO DE 
POBLACION DESPLAZADA/TARJETA MILITAR PROVISIONAL 
Atendiendo a los fines mencionados, carece de sentido que se 
aplace la definición de la situación militar de la población 
desplazada mediante la expedición de una tarjeta provisional, si 
ello apareja de manera inmediata la obligación de prestar 
efectivamente el servicio militar. La interpretación más razonable 
de las disposiciones que regulan la expedición de la tarjeta militar 
para la población desplazada, consiste en que la población 
desplazada beneficiaria del otorgamiento de la tarjeta militar 
provisional, lo sea también de una prórroga en la prestación del 
servicio militar obligatorio durante el tiempo en el que la persona 




















9.  ESTADÍSTICA  DE LOS JUZGADOS PENALES MILITARES CON 
JURISDICCIÓN EN EL EJE CAFETERO, RESPECTO DEL DELITO DE 
DESERCIÓN EN EL PERIODO 2008-2010 
 
 
Para el aspecto práctico de la investigación,  se solicitó  a los señores 
Funcionarios de la Justicia Penal Militar Colombiana, que tienen  jurisdicción 
en el eje cafetero, la información relacionada con el número de 
investigaciones que  adelantaron por el delito de Deserción entre los años 
2008 al  2010; el diligenciamiento, se hizo a través de correos electrónicos y 
de manera presencial. 
Para efectos de hacer la construcción teórica del tema de investigación, se 
formuló  una pregunta relacionada con las causas más frecuentes y las 
posibles soluciones para la prevención de la comisión del ilícito de 



















CASOS DE DESERCIÓN  AÑOS   2008  al  2010 
































































           
           
           
           
 
SEÑOR JUEZ: ¿CÓMO CREE USTED QUE SE PUEDE DISMINUIR LA COMISIÓN DE ESTE 
DELITO DE IMPACTO EN LA FUERZA PÚBLICA, DE ACUERDO CON SU EXPERIENCIA 



















DESPACHOS DE LA JUSTICIA PENAL MILITAR 
EN EL EJE CAFETERO

















































Falencias Proceso de Incorporación 30% 
Calamidad Familiar 19% 
Factores económicos 9% 
No se adaptó al Régimen  Militar 14% 
Maltrato físico o verbal 1% 
Ser Padre de Familia 5% 
Desmotivación durante el servicio 9% 
Otros factores (Drogadicción) 13% 
 






















Respecto del interrogante planteado a los señores funcionarios:   
 
¿CÓMO CREE USTED QUE SE PUEDE DISMINUIR LA COMISIÓN DE ESTE 
DELITO DE IMPACTO EN LA FUERZA PÚBLICA, DE ACUERDO CON SU 
EXPERIENCIA COMO FUNCIONARIO DE LA JUSTICIA PENAL MILITAR? Se 
obtuvieron las siguientes respuestas: 
 
 Los jóvenes que se incorporen al servicio militar obligatorio, preferiblemente 
deben tener algún grado de vocación para la vida castrense, lo que permitirá 
el proceso de adaptación y posiblemente opten por  continuar una carrera en 
la fuerza pública. 
  
 Elevando los estándares de exigencia en los exámenes médicos y 
Psicológicos,  para evitar la incorporación de personas con problemas de 
salud.   
 
 Optimizando el sistema de Incorporación, para que antes de incorporar al 
aspirante, se tenga plenamente establecido que no existe causal de 
exención para la prestación del servicio militar, y si esto sucede, iniciar de 
inmediato el proceso de des acuartelamiento. 
 
 Ejercer más control para detectar el consumo de estupefacientes al interior 








10. DISEÑO METODOLÓGICO 
 
Se empleó un tipo de estudio, teórico-analítico y práctico, en la medida en 
que se consultaron varios autores sobre temas relacionados con los 
antecedentes históricos de la Justicia Penal Militar Colombiana;  las normas 
jurídicas; la naturaleza, estructura y funcionamiento de la misma, el delito de 
Deserción y el proceso de Juzgamiento, la Ley 48 de 1993 y algunas 
sentencias de la Honorable Corte Constitucional, relacionadas con el Servicio 
Militar Obligatorio. 
En una segunda etapa, se hizo un trabajo práctico, solicitando  a los señores 
Funcionarios de la Justicia Penal Militar Colombiana, con jurisdicción en el 
eje cafetero, la información relacionada con el número de investigaciones 
que  adelantaron por el delito de Deserción entre los años 2008 al  2010; el 
diligenciamiento, se hizo a través de correos electrónicos y de manera 
presencial; para efectos de hacer la construcción teórica del tema de 
investigación, se formuló  una pregunta relacionada con las causas más 
frecuentes y las posibles soluciones para la prevención de la comisión del 















11. RESULTADOS Y DISCUSIÓN DE RESULTADOS 
 
Para la verificación del cumplimiento del objetivo general, los objetivos 
específicos se tienen: 
 
El objetivo general fue:  
 
 Establecer  las causas más frecuentes que dieron origen a las 
investigaciones penales por el delito de Deserción, en los juzgados  
penales militares del eje cafetero, en el periodo comprendido entre los 




La Tabulación de la información aportada por los despachos de la justicia 
penal militar con jurisdicción en el eje cafetero,  arrojó unos resultados que 
permiten concluir que las causas más frecuentes que dieron origen a las 
investigaciones durante este período fueron: Falencias en el Proceso de 
Incorporación  30%; Calamidad Familiar   19%, Desmotivación durante el 
servicio militar  9%, Factores económicos 9%, No se adaptó al Régimen  
Militar o Policial 14%, Maltrato físico o verbal por parte de superiores 1%, Por 







Objetivos específicos:  
 
 Estudiar  los antecedentes históricos y las normas jurídicas internas 
relacionadas con la naturaleza, estructura y funcionamiento de la 




En el desarrollo de la investigación y para el cumplimiento de este objetivo, 
se contó con suficientes herramientas de consulta Constitucional, legal, 
jurisprudencial y doctrinal, donde se pudo conocer aspectos relacionados con 
la Justicia Penal Militar, su regulación en el artículo 22126 de la Carta Política 
de 1991, modificado  por el artículo 1o. del Acto Legislativo No. 2 de 1995. 
Dentro de este contexto, se citó el soporte legal de la Justicia Penal Militar 
Colombiana, contenido en la Ley 522 de 1999,  en la que se establecen los 
principios y normas rectoras fundamentales, idénticas a los que están en las 
normas del código penal ordinario y define claramente los presupuestos 
procesales para adoptar decisiones en cada una de las etapas del proceso 
penal militar: Investigación, Calificación y Juzgamiento, con la observancia de 
la plenitud de las formas propias de cada juicio y con la integridad de las 
garantías que configuran el debido proceso. Se abordó la Ley 48 de 1993 y 
las normas que la han modificado, incluyendo algunas de las Sentencias 
proferidas por la Honorable Corte Constitucional relacionadas con el Servicio 
                                                          
26 De los delitos cometidos por los miembros de la fuerza pública en servicio 
activo, y en relación con el mismo servicio, conocerán las Cortes Marciales o 
Tribunales Militares, con arreglo a las prescripciones del Código Penal Militar. 
Tales Cortes o Tribunales estarán integrados por miembros de la Fuerza 






Militar en nuestro país. Se analizó el delito de Deserción y su Juzgamiento en 
esta Jurisdicción especializada.  
 
 Relacionar los procesos iniciados por el delito de deserción en los 
juzgados penales militares del eje cafetero,  en el periodo 





Respecto de este Objetivo, los resultados de la tabulación de la información 
aportada por los Jueces militares con jurisdicción en el eje cafetero, arrojaron 
como resultado un total de 424 delitos investigados en el período 














12.  CONCLUSIONES 
 
 Durante el período comprendido entre los años 2008 al 2010,  la 
Justicia penal Militar, con jurisdicción en el eje cafetero,  inició 424 
investigaciones,  por el delito de Deserción. 
 
 Las principales causas que dieron origen a la investigación del delito 
de deserción en esta jurisdicción, fueron: Falencias en el Proceso de 
Incorporación  30%; Calamidad Familiar   19%, Desmotivación durante 
el servicio militar  9%, Factores económicos 9%, No se adaptó al 
Régimen  Militar o Policial 14%, Maltrato físico o verbal por parte de 
superiores 1%, Por ser Padre de Familia 5% y Otros Factores 13% 
(problemas de drogadicción). 
 Los funcionarios coinciden en que el mayor número de casos que se 
investigan por el delito de deserción en esta jurisdicción, se presentan 
por fallas en el proceso de incorporación, por lo que se requiere la 
implementación de procesos más estrictos. 
 
 Finalmente, el  investigador aspira a que esta reflexión académica, 
sirva a la comunidad jurídica y para quienes deseen conocer y 












13.  RECOMENDACIONES 
 
Después de revisados los resultados de las estadísticas, las 
recomendaciones que podrían formularse, son las siguientes: 
 
 Se hace necesario una reforma a la Ley 48 de 1993, para ajustarla a 
la Jurisprudencia de la Corte Constitucional y al bloque de 
Constitucionalidad, especialmente en lo relacionado con la Objeción 
de conciencia. 
 
 Propender por que los jóvenes que se incorporen al servicio militar 
obligatorio, preferiblemente tengan algún grado de vocación para la 
vida castrense, lo que permitirá el proceso de adaptación y 
posiblemente opte por  continuar una carrera en la fuerza pública. 
  
 Se debe elevar los estándares de exigencia en los exámenes médicos 
y Psicológicos,  para evitar la incorporación de personas con 
problemas de salud.   
 
 Se requiere optimizar el sistema de Incorporación, para que antes de 
incorporar al servicio militar al aspirante, se tenga plenamente 
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CÓDIGO PENAL MILITAR: Conjunto de normas que regulan la conducta de 
los miembros de la fuerza pública tipificando los delitos y estableciendo el 
procedimiento para su investigación y juzgamiento. 
 
CONSTITUCIÓN: Ley fundamental de un Estado que define el régimen 
básico de los derechos y libertades de los ciudadanos y los poderes e 
instituciones de la organización política. 
 
DESERCIÓN: En la terminología militar, la deserción es el abandono de su 
deber en una declaración de guerra o en batalla o su puesto asignado en el 
momento que se dé la orden de retirada, asedio  invasión incursión por parte 
del enemigo, igualmente durante una emboscada.  
 
ESTADO: Concepto político que se refiere a una forma de organización 
social y política soberana y coercitiva,  formada por un conjunto de 
instituciones involuntarias, que tiene el poder de regular la vida nacional en 
un territorio determinado. Usualmente, suele adherirse a la definición del 
estado, el reconocimiento por parte de la comunidad internacional. 
  
FISCAL PENAL MILITAR. Funcionario encargado de la etapa de 
Calificación, en el proceso penal militar. 
 
FUERO MILITAR: Fuero, del latín fórum, que significa foro o tribunal, es el 
derecho que tiene todo militar de ser juzgado por la jurisdicción castrense, 
por los jueces correspondientes en las infracciones que contempla el Código 
Penal Militar 





INVESTIGACIÓN: Acción y efecto de investigar. Hacer diligencias para 
descubrir una cosa. 
 
JUEZ DE CONOCIMIENTO: funcionario encargado de la etapa de 
juzgamiento en el proceso penal militar. 
 
JUEZ DE INSTRUCCIÓN: funcionario encargado de investigar todos los 
delitos de conocimiento de la justicia penal militar.  
 
JURISDICCIÓN: Etimológicamente, proviene del latín iurisdictio, integrado 
por los vocablos iuris, que significa “derecho”, y dicere, que quiere decir 
“declarar”, “dar”. Es la potestad, derivada de la soberanía del estado, de 
aplicar el derecho en el caso concreto, resolviendo de modo definitivo e 
irrevocable una controversia, que es ejercida en forma exclusiva por los 
tribunales de justicia integrados por jueces autónomos e independientes. 
 
JURISDICCIÓN PENAL MILITAR: instituida para juzgar a los miembros de 
la fuerza pública, cuando cometen delitos relacionados con el servicio. 
 
JUZGAMIENTO: Acción o efecto de juzgar, juicio, sentencia. 
 
MAGISTER MILITATUM: Patrón de soldados, el más alto jefe militar. 
 
MILICIA: Arte de hacer la guerra y de disciplinar a los soldados para ella. 
 
SENTENCIA: Aquella en que el juzgador, concluido el juicio, resuelve 









ESPECIALIZACIÓN EN DERECHO PENAL Y CRIMINOLOGÍA 
TERCERA COHORTE 
PEREIRA 
Pereira,  10 de Marzo de dos mil once. 
 
Doctor 
JUEZ  55 DE INSTRUCCIÓN PENAL MILITAR 
Montenegro- Pueblo Tapao  
Quindío      
Ref. Solicitud   Información 
 
Respetado Doctor, reciba un cordial saludo del personal que integra la 
Tercera Cohorte de la Especialización en Derecho Penal y Criminología, que se está 
llevando a cabo en la Universidad Libre de Pereira. 
La presente petición, es con el fin de solicitarle, nos informe cuántas investigaciones 
se iniciaron en su despacho en el período comprendido entre los años 2008 y 2010, 
por el Delito de DESERCIÓN y Cuáles son las principales causas para que se 
presente este delito en su jurisdicción,  esta información será manejada con fines 
exclusivamente académicos, teniendo en cuenta que estoy  adelantando el proyecto 
de Investigación “EL DELITO DE DESERCIÓN,  EN LA JUSTICIA PENAL 
MILITAR COLOMBIANA”. 
Espero contar con su valiosa colaboración. 
 
Atentamente,  
        (original Firmado) 
JUAN CARLOS GIL ORTEGÓN 
CC No. 10.281.737 de Manizales 







ESPECIALIZACIÓN EN DERECHO PENAL Y CRIMINOLOGÍA 
TERCERA COHORTE 
PEREIRA 
Pereira,  10 de Marzo de dos mil once. 
 
Señora Subteniente 
JUEZA 57 DE INSTRUCCIÓN PENAL MILITAR 
Manizales Caldas 
     Ref. Solicitud   Información 
 
Respetada Doctora, reciba un cordial saludo del personal que integra la 
Tercera Cohorte de la Especialización en Derecho Penal y Criminología, que se está 
llevando a cabo en la Universidad Libre de Pereira. 
La presente petición, es con el fin de solicitarle, nos informe cuántas investigaciones 
se iniciaron en su despacho en el período comprendido entre los años 2008 y 2010, 
por el Delito de DESERCIÓN y Cuáles son las principales causas para que se 
presente este delito en su jurisdicción,  esta información será manejada con fines 
exclusivamente académicos, teniendo en cuenta que estoy  adelantando el proyecto 
de Investigación “EL DELITO DE DESERCIÓN,  EN LA JUSTICIA PENAL 
MILITAR COLOMBIANA”. 




     (Original Firmado) 
JUAN CARLOS GIL ORTEGÓN 
CC No. 10.281.737 de Manizales 













Pereira,  10 de Marzo de dos mil once. 
 
Doctor 
JESUS ANTONIO VILLEGAS GARCIA 
JUEZ 160 DE INSTRUCCIÓN PENAL MILITAR 
Manizales Caldas 
     Ref. Solicitud   Información 
 
Respetado Doctor, reciba un cordial saludo del personal que integra la 
Tercera Cohorte de la Especialización en Derecho Penal y Criminología, que se está 
llevando a cabo en la Universidad Libre de Pereira. 
La presente petición, es con el fin de solicitarle, nos informe cuántas investigaciones 
se iniciaron en su despacho en el período comprendido entre los años 2008 y 2010, 
por el Delito de DESERCIÓN y Cuáles son las principales causas para que se 
presente este delito en su jurisdicción,  esta información será manejada con fines 
exclusivamente académicos, teniendo en cuenta que estoy  adelantando el proyecto 
de Investigación “EL DELITO DE DESERCIÓN,  EN LA JUSTICIA PENAL 
MILITAR COLOMBIANA”. 
Espero contar con su valiosa colaboración. 
Atentamente, 
JUAN CARLOS GIL ORTEGÓN 
CC No. 10.281.737 de Manizales 













Pereira,  10 de Marzo de dos mil once. 
 
Doctor 
JESUS ANTONIO VILLEGAS GARCIA 
JUEZ 159  DE INSTRUCCIÓN PENAL MILITAR (E) 
Pereira 
     Ref. Solicitud   Información 
 
Respetado Doctor, reciba un cordial saludo del personal que integra la 
Tercera Cohorte de la Especialización en Derecho Penal y Criminología, que se está 
llevando a cabo en la Universidad Libre de Pereira. 
La presente petición, es con el fin de solicitarle, nos informe cuántas investigaciones 
se iniciaron en su despacho en el período comprendido entre los años 2008 y 2010, 
por el Delito de DESERCIÓN y Cuáles son las principales causas para que se 
presente este delito en su jurisdicción,  esta información será manejada con fines 
exclusivamente académicos, teniendo en cuenta que estoy  adelantando el proyecto 
de Investigación “EL DELITO DE DESERCIÓN,  EN LA JUSTICIA PENAL 
MILITAR COLOMBIANA”. 
Espero contar con su valiosa colaboración. 
Atentamente, 
JUAN CARLOS GIL ORTEGÓN 
CC No. 10.281.737 de Manizales 













Pereira,  10 de Marzo de dos mil once. 
 
Señor Subteniente  
NICOLAS MAURICIO ROCHA CASTILLO 
JUEZ  56 DE INSTRUCCIÓN PENAL MILITAR 
Ciudad. 
     Ref. Solicitud   Información 
 
Respetado Doctor, reciba un cordial saludo del personal que integra la 
Tercera Cohorte de la Especialización en Derecho Penal y Criminología, que se está 
llevando a cabo en la Universidad Libre de Pereira. 
La presente petición, es con el fin de solicitarle, nos informe cuántas investigaciones 
se iniciaron en su despacho en el período comprendido entre los años 2008 y 2010, 
por el Delito de DESERCIÓN y Cuáles son las principales causas para que se 
presente este delito en su jurisdicción,  esta información será manejada con fines 
exclusivamente académicos, teniendo en cuenta que estoy  adelantando el proyecto 
de Investigación “EL DELITO DE DESERCIÓN,  EN LA JUSTICIA PENAL 
MILITAR COLOMBIANA”. 
Espero contar con su valiosa colaboración. 
Atentamente, 
JUAN CARLOS GIL ORTEGÓN 
CC No. 10.281.737 de Manizales 













Pereira,  10 de Marzo de dos mil once. 
 
Señor Subteniente  
NICOLAS MAURICIO ROCHA CASTILLO 
JUEZ  161 DE INSTRUCCIÓN PENAL MILITAR (E) 
Armenia 
     Ref. Solicitud   Información 
 
Respetado Doctor, reciba un cordial saludo del personal que integra la 
Tercera Cohorte de la Especialización en Derecho Penal y Criminología, que se está 
llevando a cabo en la Universidad Libre de Pereira. 
La presente petición, es con el fin de solicitarle, nos informe cuántas investigaciones 
se iniciaron en su despacho en el período comprendido entre los años 2008 y 2010, 
por el Delito de DESERCIÓN y Cuáles son las principales causas para que se 
presente este delito en su jurisdicción,  esta información será manejada con fines 
exclusivamente académicos, teniendo en cuenta que estoy  adelantando el proyecto 
de Investigación “EL DELITO DE DESERCIÓN,  EN LA JUSTICIA PENAL 
MILITAR COLOMBIANA”. 
Espero contar con su valiosa colaboración. 
Atentamente, 
JUAN CARLOS GIL ORTEGÓN 
CC No. 10.281.737 de Manizales 













CASOS DE DESERCIÓN  AÑOS   2008  al  2010 
































































           
           
           
           
 
SEÑOR JUEZ: ¿CÓMO CREE USTED QUE SE PUEDE DISMINUIR LA COMISIÓN DE 
ESTE DELITO DE IMPACTO EN LA FUERZA PÚBLICA, DE ACUERDO CON SU 
EXPERIENCIA COMO FUNCIONARIO DE LA JUSTICIA PENAL MILITAR?  
